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Advertencia legal: Este análisis sólo contiene información general y no se refiere a un supuesto en particular. Su contenido no se puede considerar en ningún caso 
recomendación o asesoramiento legal sobre cuestión alguna.

N. de la C.: En las citas literales se ha rectificado en lo posible —sin afectar al sentido— la grafía de ciertos elementos (acentos, mayúsculas, símbolos, abreviaturas, 
cursivas...) para adecuarlos a las normas tipográficas utilizadas en el resto del texto.

El pasado 25 de mayo, como parte de su «estra-
tegia para el mercado único digital de Europa», la 
Comisión Europea aprobó un conjunto de inicia-
tivas que pretenden fortalecer el mercado único. 
Este documento se centra en las adoptadas en el 
sector audiovisual. Sin ánimo de agotar el exa-
men de todas las propuestas, se exponen aquí 
algunos de los aspectos más novedosos de la 
nueva regulación del sector audiovisual. 

Con el objetivo, entre otros, de homogeneizar el 
tratamiento que la normativa sectorial dispensa 
a todos los agentes del sector, se ha presentado 
la Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo 
y del Consejo por la que se modifica la Directi-
va 2010/13/UE, sobre la coordinación de deter-
minadas disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros rela-
tivas a la prestación de servicios de comunica-
ción audiovisual, a la vista de la evolución de las 
realidades del mercado [SWD(2016) 169 final]. 
La propuesta se acompaña de un documento de 

trabajo de los servicios de la Comisión: «Resu-
men de la evaluación de impacto». Considerando 
que la realidad ofrece un mercado audiovisual 
en el que gran parte del público consume más 
contenidos audiovisuales por internet que por 
las televisiones convencionales, se ha aprobado 
la «Comunicación de la Comisión al Parlamen-
to Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones. Las 
plataformas en línea y el mercado único digital. 
Retos y oportunidades para Europa» [SWD(2016) 
172 final]. En ella se propone un nuevo régimen 
normativo para las plataformas en línea a las que 
se imponen obligaciones —como la cuota de con-
tenidos europeos— similares a las impuestas a 
las televisiones tradicionales. 

A continuación se ofrece un cuadro resumen que 
compara el régimen de los servicios audiovisua-
les contenido en la Directiva 2010/13/UE con el 
régimen previsto en la propuesta de revisión de 
la directiva de comunicación audiovisual.

Tabla comparativa:
la Directiva 2010/13/UE frente a la propuesta

de revisión de la directiva de comunicación audiovisual

Propuesta de revisión de la Directiva 2010/13/UE (III)

Ana I. Mendoza Losana
Profesora contratada doctora de Derecho Civil de la Universidad de Castilla-La Mancha
Departamento de Gestión de Conocimiento de Gómez-Acebo & Pombo

Los servicios a la carta reservarán el 20 % de su programación a obras europeas. Los Estados 
miembros podrán exigir financiación de obras europeas a los servicios establecidos en otros 
Estados de la Unión Europea y dirigidos al público de su territorio; las plataformas de distribución 
de vídeos producidos por los propios usuarios también quedarán sometidas a ciertos efectos a la 
nueva normativa audiovisual.
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Directiva 2010/13/UE Propuesta de revisión
de la Directiva 2010/13/UE

Definición servicio audiovisual (art. 1.1) 

1. A efectos de la presente directiva, se entende-
rá por:

a) «servicio de comunicación audiovisual»:

«i) Un servicio, tal como lo definen 
los artículos 56 y 57 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión 
Europea, cuya responsabilidad 
editorial corresponde a un prestador 
del servicio de comunicación y cuya 
principal finalidad es proporcionar 
programas, con objeto de informar, 
entretener o educar al público 
en general a través de redes de 
comunicaciones electrónicas, tal 
como las define el artículo 2, letra a, 
de la Directiva 2002/ 21/ CE. Este 
servicio de comunicación audiovi-                                 
sual es bien una emisión de radiodifu-
sión televisiva según la letra e del 
presente apartado, bien un servicio 
de comunicación audiovisual a pe-
tición según la letra g del presente 
apartado.»

Definición servicio audiovisual (nuevo art. 1.1) 

1. A efectos de la presente Directiva, se entende-         
rá por:

a) «servicio de comunicación audiovisual»:

«i) un servicio, tal como lo definen los 
artículos 56 y 57 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, 
cuya principal finalidad, del propio 
servicio o de una de sus partes 
disociables, sea ofrecer programas, 
bajo la responsabilidad editorial de un 
prestador de servicios de comunicación, 
con objeto de informar, entretener o 
educar al público en general, a través 
de redes de comunicaciones electróni-
cas, en el sentido de la letra a del ar-                    
tículo 2 de la Directiva 2002/21/CE;                      
este servicio de comunicación audio-
visual es bien una emisión de radio-
difusión televisiva según la letra e del 
presente apartado, bien un servicio de 
comunicación audiovisual a petición 
según la letra g del presente apartado».

Nuevo: «a bis) «servicio de plataforma de 
distribución de vídeos», un servicio, tal como 
lo definen los artículos 56 y 57 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea, que 
cumple los requisitos siguientes: 

i) el servicio consiste en el almacenamiento 
de una gran cantidad de programas o 
vídeos generados por los usuarios, cuya 
responsabilidad editorial no recae sobre el 
proveedor de la plataforma de distribución 
de vídeos; 

ii) la organización de los contenidos al-
macenados está determinada por el pres-
tador del servicio, incluso por medios o 
algoritmos automáticos, en particular 
mediante el alojamiento, la presentación, 
el etiquetado y la secuenciación; 

iii) la finalidad principal del servicio o de 
una de sus partes disociables es ofrecer 
programas y vídeos generados por los 
usuarios al público en general, con objeto 
de informar, entretener o educar; 

iv) el servicio se presta a través de redes 
de comunicaciones electrónicas, en el 
sentido de la letra a del artículo 2 de la 
Directiva 2002/21/CE».
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Ámbito de aplicación objetivo (art. 1.1a): 

– Servicios de radiodifusión televisiva.

– Servicios de vídeo bajo demanda.

Ampliación ámbito de aplicación objetivo 
(art. 1.1a, a bis y nuevo capítulo IX bis):

– Servicios de radiodifusión televisiva.

– Servicios de vídeo bajo demanda (autónomos o 
disociables de otros servicios no audiovisuales).

– Plataformas de distribución de vídeos (a ciertos 
efectos).

Ámbito de aplicación territorial: 

Establecimiento en Estado miembro: sede central 
o donde trabaje una parte significativa del perso- 
nal o en el Estado en el que inició su actividad                               
(art. 2.3b Directiva 2010/13).

«3. A efectos de la presente directiva, se con-
siderará que un prestador del servicio de 
comunicación está establecido en un Estado 
miembro en los casos siguientes: 

[…]

b)  si un prestador del servicio de comunica-
ción tiene su sede central en un Estado 
miembro pero las decisiones editoriales 
sobre el servicio de comunicación audio-
visual se toman en otro Estado miembro, 
se considerará que tal prestador está 
establecido en el Estado miembro en que 
trabaje una parte significativa del personal 
que realiza las actividades de servicios 
de comunicación audiovisual. En caso de                  
que una parte significativa del perso-                                                  
nal que realiza las actividades de servicios 
de comunicación audiovisual trabaje en 
cada uno de esos Estados miembros, se 
considerará que el prestador del servicio 
de comunicación está establecido en 
el Estado miembro en que tenga su 
sede central. En caso de que una parte 
significativa del personal que realiza las 
actividades de servicios de comunicación 
audiovisual no trabaje en ninguno de esos 
Estados miembros, se considerará que el 
prestador del servicio de comunicación está 
establecido en el Estado miembro en el 
que inició por primera vez su actividad, de 
conformidad con el ordenamiento jurídico 
de ese Estado miembro, siempre que 
mantenga un vínculo estable y efectivo con 
la economía de ese Estado miembro».

Ámbito de aplicación territorial: 

Establecimiento en un Estado miembro: sede central 
o donde trabaje la mayoría del personal (art. 2.3b); 
plataformas con filiales en la Unión Europea 
(art. 28 ter).

«3. A efectos de la presente directiva, se considerará 
que un prestador del servicio de comunicación 
está establecido en un Estado miembro en los 
casos siguientes: 

[…]

b) si un prestador de servicios de comu-
nicación tiene su sede central en un Estado 
miembro, pero las decisiones editoria-
les sobre el servicio de comunicación 
audiovisual se toman en otro Estado 
miembro, se considerará que tal prestador 
está establecido en el Estado miembro en 
que trabaje la mayoría del personal que 
realiza las actividades de servicios de 
comunicación audiovisual».

Nuevo artículo 28 ter 

«1. Los Estados miembros velarán por que los 
proveedores de plataformas de distribución 
de vídeos que no estén establecidos en su 
territorio, pero que tengan una empresa matriz 
o una filial establecida en su territorio o que 
formen parte de un grupo y otra entidad del 
mismo grupo esté establecida en su territorio, 
se consideren establecidos en su territorio 
a efectos del artículo 3, apartado 1, de la 
Directiva 2000/31/CE. 

A efectos de aplicación del párrafo primero, 
cuando la sociedad matriz, la filial o la otra 
entidad del grupo estén establecidas en 
Estados miembros diferentes, se considerará 
que el proveedor está establecido en el Estado 
miembro en que esté establecida su sociedad 
matriz o, en ausencia de tal establecimiento en 
un Estado miembro, en el que esté establecida 
su filial o, en ausencia de tal establecimiento en 
un Estado miembro, en el que esté establecida 
la otra entidad del grupo. 
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A efectos de la aplicación del párrafo segundo, 
cuando existan varias filiales que están esta-
blecidas en Estados miembros diferentes, o 
cuando existan varias otras entidades del grupo 
que están establecidas en Estados miembros 
diferentes, los Estados miembros de que se 
trate velarán por que el proveedor designe 
en cuál de estos Estados miembros debe 
considerarse establecido».

Restricciones a las emisiones transfronterizas 
(art. 3):

Artículo 3 

«1. Los Estados miembros garantizarán la libertad 
de recepción y no obstaculizarán las retrans-
misiones en su territorio de los servicios de 
comunicación audiovisual procedentes de otros 
Estados miembros por motivos inherentes a los 
ámbitos coordinados por la presente directiva. 

2. Respecto de la radiodifusión televisiva, los 
Estados miembros podrán, con carácter 
provisional, establecer excepciones a lo dis-
puesto en el apartado 1 si se cumplen las con-
diciones siguientes: 

a) que una emisión de radiodifusión televisi-
va procedente de otro Estado miembro in-
frinja de manera manifiesta, seria y grave 
lo dispuesto en el artículo 27, apartados 1  
o 2, y/o el artículo 6; 

b) que durante los 12 meses anteriores el 
organismo de radiodifusión televisiva 
haya infringido, al menos dos veces, la(s) 
disposición(es) a que se refiere la letra a; 

c) que el Estado miembro interesado haya 
notificado por escrito al organismo de 
radiodifusión televisiva y a la Comisión 
las infracciones alegadas y las medidas 
que tiene intención de adoptar en caso de                                                                 
que se produzca de nuevo dicha infrac-
ción».

Restricciones a los servicios transfronterizos 
(nuevo art. 3)

Artículo 3 

«1. Los Estados miembros garantizarán la libertad 
de recepción y no obstaculizarán las retransmi-
siones en su territorio de servicios de comuni-
cación audiovisual procedentes de otros Estados 
miembros por motivos inherentes a los ámbitos 
coordinados por la presente directiva. 

2. Los Estados miembros podrán, con carácter 
provisional, establecer excepciones en rela-
ción con el apartado 1 en caso de que un ser-
vicio de comunicación audiovisual ofrecido por 
un prestador de servicios de comunicación que 
esté bajo la competencia judicial de otro Estado 
miembro: 

a) infrinja de manera manifiesta, seria y  
grave lo dispuesto en los artículos 6, 12 o 
ambos; 

b) vaya en detrimento, o presente un riesgo 
serio y grave de ir en detrimento, de la 
seguridad pública, incluida la salvaguarda 
de la seguridad y la defensa nacionales; o 
bien 

c) vaya en detrimento, o presente un riesgo 
serio y grave de ir en detrimento, de la  
salud pública. 

3. Los Estados miembros sólo podrán aplicar el 
apartado 2 cuando se cumplan las siguientes 
condiciones: 

a) durante los doce meses anteriores a la 
notificación a que se refiere la letra b del 
presente apartado, el prestador de ser-
vicios de comunicación ha vulnerado, en 
opinión del Estado miembro afectado, las 
letras a, b o c del apartado 2 al menos en 
dos ocasiones; 
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b) el Estado miembro afectado ha notificado 
por escrito al prestador de servicios de co-
municación, al Estado miembro que tiene 
competencia judicial sobre dicho prestador 
y a la Comisión las presuntas infraccio-                                
nes y las medidas que se dispone a adop-
tar en caso de que se repitan;

c) las consultas con el Estado miembro que 
tiene competencia judicial sobre el presta-
dor y la Comisión no han conducido a un 
arreglo amistoso en un plazo de un mes 
a partir de la notificación prevista en la le-
tra b; 

d) el prestador de servicios de comunicación 
ha infringido las letras a, b o c del aparta-
do 2 al menos una vez después de la noti-
ficación prevista en la letra b del presente 
apartado; 

e) el Estado miembro notificador ha respeta-
do el derecho de defensa del prestador de 
servicios de comunicación de que se trate 
y, en particular, le ha dado oportunidad de 
expresar su opinión sobre las presuntas 
infracciones y las medidas que el Estado 
miembro prevé adoptar; se tendrá debida-
mente en cuenta dicha opinión, así como 
la del Estado miembro judicialmente com-
petente. 

Las letras a y d del apartado 3 se aplicarán úni-
camente en relación con los servicios lineales. 

4. En un plazo de tres meses a partir de la notifi-
cación de las medidas adoptadas por el Estado 
miembro en aplicación de los apartados 2 y 3, 
y previa consulta al ERGA, la Comisión adop-
tará una decisión sobre si dichas medidas son 
compatibles con el Derecho de la Unión. Ese 
plazo empezará a contar el día siguiente a la 
recepción de una notificación completa. Una 
notificación se considerará completa si, en el 
plazo de tres meses a partir de su recepción, o 
de la recepción de cualquier información adicio-
nal solicitada, la Comisión no solicita más infor-
mación.

Cuando la Comisión considere que la noti-
ficación está incompleta, solicitará toda la 
información adicional necesaria. La Comi-               
sión informará al Estado miembro de la re-
cepción de la respuesta a dicha solicitud. 
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Cuando el Estado miembro interesado no faci-
lite la información requerida en el plazo fijado 
por la Comisión, o cuando la facilite de forma 
incompleta, la Comisión adoptará la decisión 
de que las medidas adoptadas por el Estado 
miembro de conformidad con el apartado 2 son 
incompatibles con el Derecho de la Unión. Si la 
Comisión decide que las medidas son incom-
patibles con el Derecho de la Unión, el Estado 
miembro pondrá fin a dichas medidas con ca-
rácter de urgencia. 

5. Los apartados 3 y 4 se entenderán sin perjuicio 
de la aplicación de cualquier procedimiento, 
medida o sanción relativos a las infracciones en 
cuestión en el Estado miembro que tenga com-
petencia judicial sobre el prestador de servicios 
de comunicación de que se trate.

6. Los Estados miembros podrán, en caso de 
urgencia, establecer excepciones a las condi-
ciones previstas en el apartado 3, letras b y c.  
Cuando así ocurra, las medidas se notifica-
rán con la mayor brevedad a la Comisión y al 
Estado miembro a cuya competencia judicial 
esté sujeto el prestador de servicios de comu-
nicación, explicando los motivos por los que el 
Estado miembro considera urgente establecer 
dichas excepciones. 

7. Sin perjuicio de la posibilidad de que un Estado 
miembro adopte las medidas mencionadas en 
el apartado 6, la Comisión examinará la com-
patibilidad de las medidas notificadas con el 
Derecho de la Unión en el más breve plazo. En 
caso de que llegue a la conclusión de que las 
medidas son incompatibles con el Derecho de 
la Unión, la Comisión requerirá a dicho Estado 
miembro que se abstenga de tomar ninguna de 
las medidas previstas o que ponga fin lo antes 
posible a las mismas. 

8. Los Estados miembros y la Comisión intercam-
biarán periódicamente sus experiencias y me-
jores prácticas en relación con el procedimiento 
establecido en los apartados 2 a 7 en el marco 
del comité de contacto establecido con arreglo 
al artículo 29 y del ERGA».



7Análisis GA&P  |  Agosto 2016

Exención de responsabilidad de los prestado-
res de servicios de la sociedad de la informa-
ción y no obligación de controlar el contenido 
alojado en sus servicios (art. 14 y 15 Directi-
va 2000/31, comercio electrónico)

Exención de responsabilidad de los prestado-
res de servicios de la sociedad de la informa-
ción y no obligación de controlar el contenido 
alojado en sus servicios (art. 14 y 15 Direc-
tiva comercio electrónico), pero los Estados                   
podrán obligar a las plataformas de distri-
bución de vídeos producidos por los propios 
usuarios a adoptar las «medidas adecuadas» 
para proteger a los menores y a los ciudada-
nos en general de contenidos que inciten a la 
violencia o al odio contra ciertos colectivos 
(nuevo art. 28 bis).

«Capítulo ix bis: 

DisposiCiones apliCables a los serviCios De plataformas De 
DistribuCión De víDeos 

Artículo 28 bis 

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artícu-
los 14 y 15 de la Directiva 2000/31/CE, los 
Estados miembros velarán por que los provee-
dores de plataformas de distribución de vídeos 
tomen las medidas adecuadas para: 

a) proteger a los menores de los contenidos 
que puedan perjudicar su desarrollo físico, 
mental o moral; 

b) proteger a todos los ciudadanos de los 
contenidos que inciten a la violencia o al 
odio dirigidos contra un grupo de personas 
o un miembro de tal grupo, definido en 
relación con el sexo, la raza, el color, la re-
ligión, la ascendencia o el origen nacional 
o étnico. 

2. Qué se entienda por medida adecuada a efec-
tos del apartado 1 se determinará a la luz de la 
naturaleza del contenido en cuestión, los perjui-
cios que puede ocasionar, las características de 
la categoría de personas que deben protegerse, 
así como los derechos e intereses legítimos en 
juego, incluidos los de los proveedores de plata-
formas de distribución de vídeos y los usuarios 
que hayan creado y/o transferido el contenido, 
así como el interés público. 

Dichas medidas consistirán, según proceda, en: 

a) definir y aplicar en los términos y condi-
ciones de los proveedores de plataformas 
de distribución de vídeos los conceptos de 
incitación a la violencia o al odio a que se 
refiere la letra b del apartado 1 y de con-
tenidos que pueden perjudicar el desarro-
llo físico, mental o moral de los menores, 
de conformidad con los artículos 6 y 12, 
respectivamente; 
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b) establecer y operar mecanismos que per-
mitan a los usuarios de las plataformas de 
distribución de vídeos notificar o indicar al 
proveedor de que se trate los contenidos 
a que se refiere el apartado 1 almacenado 
en su plataforma; 

c) establecer y operar sistemas de verifica-
ción de la edad para los usuarios de las 
plataformas de distribución de vídeos con 
respecto a los contenidos que puedan per-
judicar el desarrollo físico, mental o moral 
de los menores; 

d) establecer y operar sistemas que permitan 
a los usuarios de las plataformas de distri-
bución de vídeos calificar los contenidos a 
que se refiere el apartado 1; 

e) facilitar sistemas de control parental con 
respecto a los contenidos que puedan per-
judicar el desarrollo físico, mental o moral 
de los menores; 

f) establecer y operar sistemas a través de 
los cuales los proveedores de plataformas 
de distribución de vídeos expliquen a los 
usuarios de dichas plataformas qué curso 
se ha dado a las notificaciones e indicacio-
nes a que se refiere la letra b».

Protección de menores (art. 27): sólo respecto 
a radiodifusión televisiva, limitación horaria, adver-
tencia acústica y visual si los contenidos peligrosos 
no están codificados.

«Capítulo viii

Protección de los menores en la radiodifusión 
televisiva (art. 27) 

1. Los Estados miembros adoptarán las medidas 
oportunas para garantizar que las emisiones de 
televisión de los organismos de radiodifusión 
televisiva bajo su jurisdicción no incluyan 
ningún programa que pueda perjudicar seria-
mente el desarrollo físico, mental o moral de 
los menores y, en particular, programas que 
incluyan escenas de pornografía o violencia 
gratuita.

2. Las medidas a que se refiere el apartado 1 se 
extenderán asimismo a otros programas que 
puedan perjudicar el desarrollo físico, mental o 
moral de los menores, salvo que se garantice, 
por la elección de la hora de emisión o me-
diante toda clase de medidas técnicas, que, 
normalmente, los menores que se encuentren 
en su zona de difusión no verán ni escucharán 
dichas emisiones.

Protección de menores (nuevo art. 6 bis, 
12 y 28 bis): todos los servicios audiovisuales, 
información sobre el contenido, limitación horaria, 
cifrado de contenidos más peligrosos. 

«Nuevo artículo 6 bis 

1. Los Estados miembros velarán por que los 
prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual faciliten información suficiente a los 
espectadores sobre los contenidos que puedan 
perjudicar el desarrollo físico, mental o moral de 
los menores. A tal efecto, los Estados miembros 
podrán utilizar un sistema de descriptores que 
indiquen la naturaleza del contenido de un 
servicio de comunicación audiovisual. 

2. Con vistas a la aplicación del presente ar-
tículo, los Estados miembros fomentarán la 
corregulación. 

3. La Comisión y el ERGA instarán a los pres-
tadores de servicios de comunicación a 
intercambiar las mejores prácticas en materia 
de sistemas de corregulación en toda la 
Unión. Cuando proceda, la Comisión facilitará 
la elaboración de códigos de conducta de la 
Unión».
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3. Además, cuando tales programas se emitan 
sin codificar, los Estados miembros velarán 
por que vayan precedidos de una señal de 
advertencia acústica o estén identificados 
mediante la presencia de un símbolo visual 
durante toda su duración».

El artículo 12 se sustituye por el texto siguiente y 
se traslada al capítulo III (disposiciones aplicables a                 
todos los servicios de comunicación audiovisual):

Artículo 12 

«Los Estados miembros adoptarán las medidas 
adecuadas para velar por que los programas 
suministrados por prestadores de servicios de 
comunicación audiovisual bajo su competencia 
judicial que puedan perjudicar el desarrollo físi-
co, mental o moral de los menores se propongan 
únicamente de tal manera que se garantice que 
normalmente no serán vistos ni oídos por meno-
res. Dichas medidas podrán incluir la elección de 
la hora de emisión, instrumentos de verificación 
de la edad u otras medidas técnicas. Deberán 
ser proporcionales al perjuicio potencial del pro-
grama. 

Los contenidos más nocivos, como la violencia 
gratuita y la pornografía, estarán sujetos a las 
medidas más estrictas, como el cifrado y un   
control parental eficaz».

Emisión de publicidad: doce minutos por hora 
entre las 7.00 y las 23.00 (art. 23) y régimen 
de interrupciones (art. 20)

Artículo 23

«1. La proporción de anuncios de publicidad 
televisiva y de anuncios de televenta no 
excederá del 20 % por hora de reloj.

2. El apartado 1 no se aplicará a los anuncios 
realizados por el organismo de radiodifusión 
televisiva en relación con sus propios progra-
mas y los productos accesorios directamente 
derivados de dichos programas, a los anun-
cios de patrocinio ni al emplazamiento de 
producto».

Artículo 20

«2. La transmisión de películas realizadas para la 
televisión (con exclusión de las series, los seriales 
y los documentales), obras cinematográficas y 
programas informativos podrá ser interrumpi-             
da por publicidad televisiva y/o televenta una 
vez por cada periodo previsto de treinta minutos 
como mínimo».

Emisión de publicidad: flexibilidad hora-
ria, 20 % de la programación (nuevo art. 23) 
y nuevo régimen de interrupciones (art. 20.2)

Artículo 23 

«1. La proporción diaria de anuncios de publicidad 
televisiva y de anuncios de televenta en 
el periodo comprendido entre las 7.00 y 
las 23.00 horas no excederá del 20 %. 

2. El apartado 1 no se aplicará: 

a)  a los anuncios realizados por el organis-
mo de radiodifusión en relación con sus               
propios programas y los productos acce-
sorios directamente derivados de dichos 
programas, o con los programas proce-
dentes de otras entidades pertenecientes 
al mismo grupo de comunicación; 

b)  a los anuncios de patrocinio;

c) al emplazamiento de productos».

En el artículo 20, apartado 2, la primera frase se 
sustituye por el texto siguiente:

«La transmisión de películas realizadas para la 
televisión (con exclusión de las series, los seriales 
y los documentales), obras cinematográficas y 
programas informativos podrá ser interrumpida 
por publicidad televisiva y/o televenta una vez por 
cada periodo programado de veinte minutos como 
mínimo».
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Emplazamiento de productos (prohibido salvo 
excepciones, art. 11)

Artículo 11

«1. Lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 se 
aplicará sólo a los programas producidos con 
posterioridad al 19 de diciembre de 2009.

2. Queda prohibido el emplazamiento de producto.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 2, el 
emplazamiento de producto será admisible, 
a menos que un Estado miembro decida otra 
cosa, en los siguientes casos:

a) Obras cinematográficas, películas y series 
realizadas para servicios de comunicación 
audiovisual, programas deportivos y 
programas de entretenimiento;

b) los casos en que no se produce ningún 
pago, sino únicamente el suministro gra-
tuito de determinados bienes o servicios, 
como las ayudas materiales a la produc-
ción o los premios, con miras a su inclu-
sión en un programa.

La excepción indicada en la letra a no se apli-
cará a los programas infantiles.

Los programas que contengan emplazamiento de 
producto observarán, al menos, todos los requisitos 
siguientes:

a) Bajo ninguna circunstancia se podrá influir en 
su contenido y, en el caso de las radiodifusiones 
televisivas, en su horario de programación de 
manera que se vea afectada la responsabilidad 
e independencia editorial del prestador del 
servicio de comunicación;

b) no incitarán directamente a la compra o 
arrendamiento de bienes o servicios, en 
particular mediante referencias de promoción 
concretas a dichos bienes o servicios;

c) no darán una prominencia indebida a los 
productos de que se trate;

d) los espectadores deberán ser claramen-
te informados de la existencia [de] empla-
zamiento de producto. Los programas que

Emplazamiento de productos (permitido, salvo 
excepciones, nuevo art. 11)

Artículo 11 

«1. Lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 se 
aplicará solamente a los programas producidos 
con posterioridad al 19 de diciembre de 2009. 

2. El emplazamiento de productos será admisible 
en todos los servicios de comunicación 
audiovisual, excepto en los programas de 
noticias y actualidad, los programas de asuntos 
del consumidor, los programas religiosos y 
los programas con una importante audiencia 
infantil. 

3. Los programas que contengan emplazamiento 
de productos deberán observar las siguientes 
prescripciones: 

a) bajo ninguna circunstancia se podrá influir 
en su contenido y, en el caso de la radio-
difusión televisiva, en su horario de pro-
gramación de manera que se vea afectada 
la responsabilidad e independencia edito-
rial del prestador de servicios de comuni-             
cación; 

b) no deberán incitar directamente a la 
compra o arrendamiento de bienes o 
servicios; 

c) los espectadores deberán ser clara-
mente informados de la existencia de                                                   
emplazamiento de productos. Los progra-
mas que contengan emplazamiento de 
productos deberán estar debidamente 
identificados al principio y al final del 
programa, así como cuando se reanude 
el programa tras una pausa publicitaria, 
con el fin de evitar toda confusión al 
espectador. 

Excepcionalmente, los Estados miembros 
podrán optar por no exigir las prescripciones 
establecidas en la letra c siempre que el 
programa de que se trate no haya sido ni pro-
ducido ni encargado por el propio prestador del 
servicio de comunicación o una empresa filial 
de este último. 

contengan emplazamiento de producto 
deberán estar debidamente identificados al 
principio y al final del programa, así como 
cuando el programa se reanude tras una pausa 
publicitaria, con el fin de evitar toda confusión 
al espectador.

4. En ningún caso podrán los programas emplazar 
los siguientes productos: 

a) productos del tabaco o cigarrillos, ni otros 
productos de empresas cuya principal 
actividad sea la fabricación o venta de 
cigarrillos y otros productos del tabaco; 
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Excepcionalmente, los Estados miembros 
podrán optar por no exigir las prescripciones 
establecidas en la letra d siempre que el 
programa de que se trate no haya sido ni 
producido ni encargado por el propio prestador 
del servicio de comunicación o una empresa 
filial de este último.

4. En cualquier caso, los programas no podrán 
colocar los siguientes productos:

a) Productos del tabaco o cigarrillos, ni otros 
productos de empresas cuya principal 
actividad sea la fabricación o venta de 
cigarrillos y otros productos del tabaco;

b) medicamentos o tratamientos médicos 
específicos que sólo puedan obtenerse 
mediante receta en el Estado miembro 
bajo cuya jurisdicción esté el prestador del 
servicio de comunicación».

b) medicamentos o tratamientos médicos 
específicos que sólo puedan obtenerse 
mediante receta en el Estado miembro 
bajo cuya competencia judicial se 
encuentre el prestador del servicio de 
comunicación».

Régimen de protección de la producción 
europea (art. 13 Directiva 2010/13)

Artículo 13

«1. Los Estados miembros velarán por que los 
servicios de comunicación audiovisual 
a petición ofrecidos por los prestadores del 
servicio de comunicación bajo su jurisdicción 
fomenten, cuando sea factible y con los medios 
adecuados, la producción de obras europeas y 
el acceso a las mismas. Dicho fomento puede 
llevarse a cabo, entre otras formas, mediante 
la contribución financiera de dichos servicios 
a la producción y adquisición de derechos de 
obras europeas o mediante la inclusión y/o 
prominencia de obras europeas en el catálogo 
de programas ofrecidos por el servicio de 
comunicación audiovisual a petición.

2. A más tardar el 19 de diciembre de 2011 y, 
posteriormente, una vez cada cuatro años, los 
Estados miembros informarán a la Comisión de 
la aplicación del apartado 1.

3. Sobre la base de la información facilitada por 
los Estados miembros y de un estudio inde-
pendiente, la Comisión informará al Parlamen-
to Europeo y al Consejo sobre la aplicación                              
del apartado 1, teniendo en cuenta la evolu- 
ción del mercado, el desarrollo tecnológico y el 
objetivo de la diversidad cultural».

Régimen de protección de la producción euro-
pea (nuevo art. 13)

Artículo 13 

«1. Los Estados miembros velarán por que los pres-
tadores de servicios de comunicación audiovi-
sual a petición que estén bajo su competencia 
judicial dispongan de un porcentaje de al menos                              
el 20 % de obras europeas en su catálogo y ga-
ranticen la prominencia de dichas obras. 

2. Los Estados miembros podrán exigir a los pres-
tadores de servicios de comunicación audiovisual 
bajo su competencia judicial una contribución fi-
nanciera a la producción de obras europeas, por 
ejemplo mediante inversiones directas en con-
tenidos y aportaciones a fondos nacionales. Los 
Estados miembros podrán exigir la realización 
de estas contribuciones financieras a los presta-
dores de servicios de comunicación audiovisual 
a petición dirigidos a públicos de sus territorios, 
pero establecidos en otros Estados miembros. 
En este caso, las contribuciones financieras se 
basarán exclusivamente en los ingresos obteni-
dos en los Estados miembros de recepción. Si el 
Estado miembro en que está establecido el pres-
tador impone una contribución financiera, debe-
rá tener en cuenta las eventuales contribuciones 
financieras impuestas por los Estados miembros 
de recepción. Cualquier contribución financiera 
deberá ajustarse al Derecho de la Unión, en par-
ticular a la normativa sobre ayudas estatales. 
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3. A más tardar el [fecha - a más tardar a los tres 
años de la adopción], y posteriormente cada 
dos años, los Estados miembros informarán 
a la Comisión sobre la aplicación de los apar-
tados 1 y 2. 

4. Sobre la base de la información facilitada por 
los Estados miembros y de un estudio inde-
pendiente, la Comisión informará al Parlamento 
Europeo y al Consejo sobre la aplicación de los 
apartados 1 y 2, teniendo en cuenta la evolu-
ción del mercado, el desarrollo tecnológico y el 
objetivo de la diversidad cultural.

5. Los Estados miembros dispensarán de los 
requisitos establecidos en los apartados 1 y 2 a 
los proveedores con un bajo volumen de 
negocios o una baja audiencia, o que sean 
pequeñas empresas y microempresas. Los 
Estados miembros podrán también obviar 
los requisitos en los casos en que resulten 
impracticables o injustificados en razón de 
la naturaleza del tema del servicio de comu-
nicación audiovisual a petición».

Reguladores independientes (art. 30)

Capítulo xi

CooperaCión entre organismos regulaDores De los estaDos 
miembros 

Artículo 30

«Los Estados miembros tomarán las medidas ne-
cesarias para intercambiar mutuamente y facilitar 
a la Comisión la información necesaria para la 
aplicación de la presente directiva, en particular de 
sus artículos 2, 3 y 4, en especial a través de sus 
organismos reguladores independientes».

Mayor protagonismo de los reguladores 
independientes (nuevos arts. 30 y 30 bis)

El título del capítulo xi se sustituye por el siguiente: 

«autoriDaDes regulaDoras De los estaDos miembros».

El artículo 30 se sustituye por el texto siguiente: 

Artículo 30 

«1. Cada Estado miembro designará una o más 
autoridades reguladoras nacionales indepen-
dientes. Los Estados miembros velarán por 
que estas autoridades sean jurídicamente 
distintas y funcionalmente independientes de 
cualquier otra entidad pública o privada. Esto 
se entenderá sin perjuicio de la posibilidad de 
que los Estados miembros establezcan auto-
ridades reguladoras que supervisen varios 
sectores distintos. 

2. Los Estados miembros velarán por que las            
autoridades reguladoras nacionales ejerzan 
sus competencias con imparcialidad y trans-
parencia y con arreglo a los objetivos de la 
presente Directiva, en particular el pluralismo 
de los medios de comunicación, la diversidad 
cultural, la protección de los consumidores, el 
mercado interior y la promoción de la compe-
tencia leal. 

Las autoridades reguladoras nacionales no so-
licitarán ni aceptarán instrucciones de ningún 
otro organismo en relación con el ejercicio de 
las tareas que les asigne la legislación nacional 
por la que se aplique el Derecho de la Unión. 
Esto no impedirá su supervisión de conformi-
dad con el Derecho constitucional nacional. 
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3. Las competencias y facultades de las auto-
ridades reguladoras independientes, así como 
los medios por los que rendirán cuentas, debe-
rán estar claramente definidos en la ley. 

4. Los Estados miembros velarán por que las 
autoridades reguladoras nacionales dispongan 
de unos poderes coercitivos adecuados para de-
sempeñar sus funciones con eficacia. 

5. El responsable de una autoridad reguladora 
nacional o los miembros del órgano colegiado 
que desempeñe dicha función dentro de una 
autoridad reguladora nacional solo podrán ser 
cesados en caso de que dejen de cumplir las 
condiciones requeridas para el ejercicio de sus 
funciones, establecidas de antemano en el 
Derecho nacional. Deberá hacerse pública y 
justificarse cualquier decisión de cese. 

6. Los Estados miembros velarán por que las 
autoridades reguladoras nacionales inde-
pendientes cuenten con presupuestos anua-
les separados. Estos presupuestos se harán 
públicos. Los Estados miembros velarán 
asimismo por que las autoridades reguladoras 
nacionales dispongan de recursos financieros 
y humanos adecuados para desempeñar las 
tareas que se les hayan asignado, así como 
para participar activamente en el ERGA y 
aportar su contribución correspondiente. 

7. Los Estados miembros velarán por que exista 
a nivel nacional un mecanismo eficaz en 
virtud del cual cualquier usuario, prestador 
de servicios de comunicación audiovisual o 
proveedor de plataformas de distribución de 
vídeos que se vea afectado por una decisión 
de una autoridad reguladora nacional tenga 
derecho a recurrirla ante una instancia de 
recurso. Dicha instancia de recurso deberá ser 
independiente de las  partes implicadas en el 
recurso. 

Esta instancia, que podrá ser un tribunal, dis-
pondrá de los conocimientos adecuados para 
poder desempeñar sus funciones con eficacia. 
Los Estados miembros velarán por que se tenga 
debidamente en cuenta el fondo del caso, así 
como por que exista un mecanismo de recurso 
eficaz. 
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A la espera del resultado del recurso, la decisión 
de la autoridad reguladora nacional seguirá 
siendo válida, salvo que se concedan medidas 
cautelares con arreglo al Derecho nacional».

Artículo 30 bis 

«1. Queda establecido el Grupo de entidades regu-                                                              
ladoras europeas para los servicios de comu-
nicación audiovisual (ERGA). 

2. Dicho grupo estará integrado por las autoridades 
reguladoras independientes nacionales en el 
ámbito de los servicios de comunicación 
audiovisual. Estarán representadas por 
los directores, o representantes de alto nivel 
designados, de la autoridad reguladora nacional 
que tenga la responsabilidad primaria de la 
supervisión de los servicios de comunicación 
audiovisual o, en los casos en que no exista 
una autoridad reguladora nacional, por otros 
representantes elegidos a través de sus propios 
procedimientos. Participará en las reuniones del 
grupo un representante de la Comisión.

3. Los cometidos del ERGA serán los siguientes: 

a)  asesorar y asistir a la Comisión en su labor 
de garantizar la aplicación coherente del 
marco regulador de los servicios de comu-
nicación audiovisual en todos los Estados 
miembros; 

b)  asesorar y asistir a la Comisión en cual-
quier aspecto relacionado con los servicios 
de comunicación audiovisual dentro de las 
competencias de la Comisión; si estuviese 
justificado con el fin de asesorar a la Co-
misión sobre determinadas cuestiones, el 
grupo podrá consultar a los participantes 
en el mercado, consumidores y usuarios fi-
nales, con el fin de recopilar la información 
necesaria; 

c)  facilitar el intercambio de experiencias y 
buenas prácticas en lo relativo a la aplica-
ción del marco regulador de los servicios 
de comunicación audiovisual; 

d) cooperar y facilitar a sus miembros la in-
formación necesaria para la aplicación de la 
presente directiva, en particular en lo que 
se refiere a sus artículos 3 y 4; 
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e) emitir dictámenes, a petición de la Comi-
sión, sobre las cuestiones contempladas en 
el artículo 2, apartado 5 ter, artículo 6 bis, 
apartado 3, y artículo 9, apartados 2 y 4, 
así como sobre cualquier asunto relativo a 
los servicios de comunicación audiovisual, 
en particular la protección de los menores 
y la incitación al odio. 

4. La Comisión estará facultada para adoptar, 
mediante un acto de ejecución, el reglamento 
interno del ERGA».


